
 
  

INICIATIVA QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 261 DEL REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE 

DIPUTADOS, SUSCRITA POR LA DIPUTADA MARTHA ELENA GARCÍA GÓMEZ E 

INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

La suscrita, Martha Elena García Gómez, y las y los diputados del Grupo Parlamentario del Partido Acción 

Nacional, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72, inciso h), de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, presenta a consideración de esta soberanía la iniciativa con proyecto de decreto que 

adiciona un numeral 5 al artículo 261 del Reglamento de la Cámara de Diputados, con el propósito de instaurar 

la entrega del reconocimiento “Niñas, Niños y Adolescentes, Titulares de Derechos”, en conmemoración del 

trigésimo aniversario de la Convención sobre los Derechos del Niño”, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Al día de hoy, los avances alcanzados en la promoción, protección y garantía de los derechos de niñas, niños y 

adolescentes en nuestro país, tienen tras de sí el trabajo sistemático institucional y ciudadano que ha empujado 

hacia la consolidación de una visión nueva en la materia. 

En la base de tal esfuerzo subyace un instrumento internacional trascendental: la Convención sobre los 

Derechos del Niño. 

De su aprobación en la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas hasta su firma y posterior 

aprobación del Senado mexicano han transcurrido casi tres décadas. 

Al respecto, anotemos que en este 2019 se cumplirán: 

• 30 años de su aprobación en la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 20 de noviembre de 

1989. 

• 29 años de su entrada en vigor internacional, el 2 de septiembre de 1990. 

En el caso de México, se estarán cumpliendo: 

• 29 años de su firma, el 26 de enero de 1990. 

• 29 años de que fue aprobada por el Senado mexicano, el 19 de junio de 1990 (Diario Oficial de la 

Federación del 31 julio de 1990) 

• 29 años de que fue depositada ante el secretario General de la ONU, el 21 septiembre de 1990. 

• 29 años de su entrada en vigor en México, el 21 de octubre de 1990 . 

• Su promulgación en el Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 1991. 

En consonancia, resulta evidente que el cambio de paradigma en la acción gubernamental pasó en la segunda 

década del siglo XXI, de una visión asistencialista en relación con la atención de NNA y se mudó a una en la 

cual fueron reconocidos como sujetos de derechos. 

Ello ocurrió, exactamente, 24 años después de la entrada en vigor de la Convención sobre los Derechos del 

Niño como instrumento vinculante para México. Tardíamente, quizá, en 2014 cuando el Congreso General 



 
  

aprobó la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes la cual establece en su artículo 1, 

fracción I, que el uno de los objetos de la Ley es el de reconocer a niñas, niños y adolescentes como titulares de 

derechos, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad; en los términos que establece el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

Con su expedición el 04 de diciembre de 2014 se dio inicio a un proceso de armonización legislativa que aún no 

concluye en los ámbitos nacional y local, dando un impulso a la creación de nuevas instituciones, la adecuación 

de las ya existentes, a la formulación de programas en la materia, al diseño de estrategias y líneas de acción 

propias, y a la transversalización en la asignación de sendas partidas en un Anexo particular del Presupuesto de 

Egresos de la Federación. 

En octubre de 2018, un documento1 del Sistema Nacional de Protección Integral (SNPINNA) apuntaba tres 

grandes logros, en tres años: 

• Visibilidad : De la problemática y de las niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos humanos. 

• Interés público: Establecer como una política integral la protección de los derechos de NNA, necesaria 

para la consolidación democrática. 

• Avance legal e Institucional: Despliegue normativo con enfoque de derechos y autoridades 

De ese modo, se señalan como avances, entre otros, contar con: 

• El sistema nacional de Protección Integral 

• La Procuraduría Federal de Protección Integral 

• 32 leyes estatales y 31 reglamentos. 

• Un sistema nacional de información. 

• 32 sistemas de protección. 

• 1 752 sistemas municipales. 

• 32 procuradurías de protección. 

• Un anexo transversal en el PEF. 

• 23 anexos presupuestales locales. 

Sin duda, problemáticas como el trabajo infantil, pobreza, mortalidad infantil, inseguridad social y violencia en 

todas sus formas, aquejan al segmento poblacional que ronda los cuarenta millones, por lo que los retos que 

habrá de enfrentar la nueva administración están directamente relacionados con los Objetivos Nacionales de 

Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes , 25 al 25 que en su momento aprobó el Sistema Nacional de 

Protección Integral, y que contempla 25 objetivos con indicadores y metas alcanzables al 2025, agrupados en 5 

dominios: supervivencia, desarrollo, protección, participación e institucionalidad, siendo corresponsables los 

tres órdenes de gobierno. 



 
  

Pese a los logros internos, por comisión u omisión se corre el riesgo de que se registren retrocesos en diversos 

órdenes. El caso más notorio, reciente, ha sido la disminución presupuestal en el programa de estancias 

infantiles que ha desatado un sinnúmero de declaraciones a partir de su discusión y aprobación en diciembre 

pasado. 

Lo cierto es que legisladoras y legisladores, junto con la ciudadanía han de estar atentos y dar la voz de alerta en 

caso de medidas que atenten contra los derechos de niñas, niños y adolescentes dada la acción de las 

administraciones federal y estatales, exigiendo si es el caso la restitución de los recursos presupuestales 

recortados o desviados a otros fines. O combatiendo cambios en los marcos jurídicos que signifiquen retrocesos. 

Así, en el marco del trigésimo aniversario de su aprobación por la Asamblea General de la Organización 

de las Naciones Unidas, el 20 de noviembre de 1989, y 29 de su entrada en vigor en México –21 de octubre 

de 1990–, tengo a bien proponer que esta LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del H. Congreso 

de la Unión institucionalice el otorgar un reconocimiento a aquellos ciudadanos, organismos o entidades 

públicas y privadas que con su acción cotidiana promuevan y fortalezcan, por los diversos medios a su 

alcance, el respeto y el pleno ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes . 

Por demás, de aprobarse la presente iniciativa, se propone que la entrega de dicho reconocimiento sea el 21 de 

octubre de cada año –que corresponde a la fecha de entrada en vigor de la Convención en nuestro país– lo que 

representaría la ocasión propicia para realizar un balance público anual de lo alcanzado durante los meses 

previos y llamar la atención hacia los retos urgentes habida cuenta que paralelamente son los días cuando 

regularmente el Congreso discute el paquete financiero del siguiente ejercicio fiscal, con un anexo presupuestal 

que merece la atención debida. 

En tal virtud, tengo bien someter a consideración de esta Honorable representación el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un numeral 5 al artículo 261 del Reglamento de la Cámara de Diputados 

Artículo Único . Se adiciona un numeral 5 al artículo 261 del Reglamento de la Cámara de Diputados, para 

quedar como sigue 

Título Octavo... 

Capítulo I... 

Capítulo II  

De las Distinciones de la Cámara 

Artículo 261. 

1 a 4 ... 

5. La Cámara otorgará anualmente el reconocimiento al mérito por el trabajo a favor de las niñas, niños 

y adolescentes como titulares de derechos, a ciudadanas, ciudadanos, organismos o entidades públicas y 

privadas que con su acción cotidiana promuevan, fortalezcan, defiendan y protejan, por los diversos 

medios a su alcance, el ejercicio pleno de los derechos de niñas, niños y adolescentes, de conformidad con 

lo que establece el Decreto de su creación, así como el Reglamento que regule su entrega. 

Transitorios 



 
  

Primero . El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. La Cámara de Diputados contará con un plazo de noventa días contados a partir de la entrada en vigor 

del presente Decreto para expedir el reglamento respectivo. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los días 3 del mes de abril de 2019 

Diputada Martha Elena García Gómez (rúbrica) 


